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Resumen

En esta ponencia intentaremos presentar en forma breve la experiencia que tuvimos en Paraguay en la organización de un movimiento de contestación al servicio militar y al militarismo. Contiene tres partes bien diferenciadas: una primera aproximación a las condiciones de prestación del servicio militar y su régimen legal; un relato del proceso de consolidación de un movimiento político antimilitarista de resistencia al servicio militar; el contexto regional en el tema servicio militar y el proceso de articulación de los colectivos de objetores a nivel América Latina; a lo largo de la ponencia se harán una serie de conclusiones que apuntan a recoger lo aprendido del proceso.

1.- Servicio Militar en Paraguay

Durante los 300 años de colonia española, lo que era entonces la provincia del Paraguay fue un territorio en constante conflicto por estar ubicado en las fronteras entre los imperios español, portugués y zonas ocupadas por pueblos indígenas indómitos. Los colonos de la provincia estaban obligados a prestar servicio mediante un régimen de milicias, que les obligaba a pasar la mitad del año, todos los años, en alejados fortines cuidando las heredades del rey de España, proveyéndose cada miliciano su propio armamento, bagaje, parque y caballo. Ya durante el Estado independiente, en 1845, se implantó el régimen del SMO universal a imitación de los modelos francés y prusiano, que con distintas reformas y modalidades pervivió hasta nuestros días. La regulación actual se halla comprendida por el artículo 129 de la Constitución Nacional y la Ley Nº 569 de 24 de diciembre de 1975 (que anexamos). El último intento de reforma fue dado en 1998, mediante la sanción de la Ley N° 1.251, que como mayor novedad incorporaba el sorteo como mecanismo de selectividad de la clase llamada. Esta legislación sin embargo fue vetada totalmente por el Poder Ejecutivo, ante la resistencia de las Fuerzas Armadas.

Todos los ciudadanos paraguayos varones, desde los 18 años de edad están obligados a prestar SMO, en las Fuerzas Armadas o en la Policía Nacional, por el término de un año, permaneciendo en la reserva hasta los 50. No obstante, para los estudiantes del ciclo secundario que estén cursando el 4° año, existe un régimen especial -el CIMEFOR- por el cual prestan SMO en dos períodos de cinco semanas cada uno.

Dotación de conscriptos de las Fuerzas Armadas y Policiales
Fuerzas Militares
12.592


Ejército
10.134


Armada
1.654


Fuerza Aérea
804

Policía Nacional
5.240

Fuente: Presupuesto General de Gastos 2000.-

Si bien la obligación de  prestar SMO es universal, solo un 29% aproximadamente de las personas anualmente obligadas a prestar SMO, efectivamente lo realiza. De hecho las Fuerzas Armadas no tienen mayor capacidad de albergue. El excedente, normalmente exonera por diversos canales legales o ilegales o bien permanecen en situación de infracción. Esta disfunción entre la universalidad del SMO pretendida por la ley y la discriminación real de su prestación efectiva, ocasiona la focalización de la carga del SMO en los sectores económicos más desfavorecidos, además de la generación de una gran cantidad de excedentes que, sin embargo, no quedan exonerados del SMO e incurren en infracción al mismo o recurren a la compra de exenciones en metálico por mecanismos ilegales. Se puede comprar la libreta de baja militar por enfermedad por 300 dólares más o menos.

1.1.- Condiciones de prestación del Servicio Militar

a) Reclutamiento forzoso 

A pesar de que la cantidad requerida por las Fuerzas Públicas es relativamente baja en comparación con la cantidad de jóvenes en edad de prestar SMO, nunca las plazas son cubiertas en su totalidad con los que se alistan voluntariamente, especialmente en unidades que por su lejanía, ofrecen condiciones más difíciles para la tropa. Este hecho -sumado a la inexistencia de un padrón donde el Estado pueda ubicar el domicilio de todas las personas residentes en el país para implementar un mecanismo de notificación del reclutamiento- motiva que las Fuerzas Militares y Policiales recurran al control en la vía pública de la documentación militar y al uso de la fuerza física para reclutar la cantidad que anualmente queda vacante por causa de los remisos.

En la mayoría de los casos constatados, no existe una comunicación precisa por parte de las autoridades intervinientes a los familiares de las víctimas, quienes se enteran de la suerte corrida de las personas reclutadas luego de recorrer varias comisarías y unidades militares en busca del familiar desaparecido. Se constata además, que en la mayoría de los casos referidos, las víctimas son de condición humilde, lo que indicaría una focalización discriminatoria del reclutamiento en las capas sociales más desfavorecidas. 

En los últimos tres años la práctica del reclutamiento forzoso disminuyó considerablemente, a raíz de la creciente oposición de la población y de las constantes denuncias realizadas. La Dirección de Reclutamiento sin embargo, realiza operativos de reclutamiento inducido, enviando a las cuadrillas militares a visitar casa por casa en zonas rurales alejadas, presionando a los padres a que entreguen a sus hijos, o apostándose a la salida de los colegios para controlar la documentación militar de los alumnos. 

b) Siniestrabilidad y Homicidios

Se verifica un alto número de accidentes y presuntos homicidios de soldados durante el cumplimiento del SMO. Estas muertes y accidentes se deberían en la mayoría de los casos a excesos cometidos por superiores en la aplicación de castigos a los reclutas así como accidentes derivados de la naturaleza propia del SMO. Las causas presuntas de estas muertes y accidentes oscilarían entre el régimen disciplinario de facto que impera dentro de las unidades militares, de suma dureza y rigor, así como la falta de garantías para la vida y la integridad física que ofrecen el material bélico, el equipo y las instalaciones. El Vocero de las Fuerzas Militares, Cnel. Carlos Ovando, informó en 1995 que la tasa de bajas en el SMO era del 7% en tiempos de paz por diversas causas, incluidas las enfermedades. Sin embargo, resulta que la cifra del 7% sobrepasa ampliamente la tasa bruta de mortalidad que es del 6 por mil, lo cual indica que la falta garantías para vida y la integridad de la persona aumenta de un modo considerable en los soldados que integran las filas de las Fuerzas Armadas.

Del mismo modo, se constatan varios casos de minusvalías psicológicas tras recibir apremios físicos en forma sistemática y continuada, practicados por oficiales y sub-oficiales sobre los soldados, que conllevaron como consecuencia daños psíquicos irreparables. No existe un adecuado examen médico previo a la incorporación del personal forzoso, que impide descubrir «a priori», las deficiencias físicas o trastornos adaptativos incompatibles con el régimen de SMO que son causas de algunas muertes y accidentes.

Cabe consignar que los datos recogidos en el presente informe solo deben ser considerados parciales, debido a que son aquéllos de los que se tiene constancia por haber trascendido el hermético ámbito militar mediante la denuncia de los familiares de las víctimas.

Siniestrabilidad en el SMO por causa presunta

Años 1989-2001
MUERTES
105

En acción bélica
20


Homicidio
27


Suicidio y autodisparo accidental
17


Disparo accidental
7


Accidente, enfermedad y otros
32


Desaparecidos
2

MINUSVALIAS
57

Físicas
42


Psicológicas
15

Fuentes: Archivo de Serpaj-Py, tabulado en base a las denuncias presentadas.

c) Castigos físicos y psicológicos

Asimismo se constata que en el ámbito de las Fuerzas Militares y las Policiales, son utilizados de un modo sistemático y generalizado, los castigos físicos y psicológicos así como ejercicios físicos que van más allá de la resistencia de los conscriptos. Estos apremios físicos y psicológicos son usados como metodología para que sean respetadas las órdenes de los superiores y como punición ante actos de desobediencia o mal cumplimiento de las instrucciones. Sólo entre 1995-1999 se tienen registradas 55 denuncias de tortura a soldados.
d) Reclutamiento de niños

No obstante las claras disposiciones legales que prohíben el reclutamiento de niños menores de 18 años, y las sucesivas denuncias hechas sobre este tema, la utilización por parte de las Fuerzas Armadas y Policiales de menores de entre 12 y 17 años es una práctica sistemática, constante y numerosa, que hasta el momento no ha registrado sanción alguna.

La Ley del SMO establece claramente como edad mínima los 18 años cumplidos para la incorporación a servicio activo. Además, existe responsabilidad administrativa y penal para quienes recluten a menores de la edad establecida: «Las autoridades que reclutan a menores de dieciocho años de edad (...) sin perjuicio de la responsabilidad penal serán destituídos o inhabilitados por cinco años para ocupar cargos públicos» (art. 56º Ley 569/75). Además de esa previsión el anterior Comandante en Jefe Ing. Wasmosy, dió órdenes precisas en 1995 para que no se reclute más a niños en las Fuerzas Armadas. El propio Estado paraguayo confirmó esta práctica en el informe periódico de cumplimiento de la Convención de NNUU de los Derechos del Niño/a en agosto de 1998, al reconocer que “si bien la legislación establece como edad mínima de 18 años para prestar el SMO, en la práctica, el reclutamiento se lleva a cabo por debajo de la edad mínima, inclusive en niños de 14 años” .
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Aproximadamente, sólo el 16,0% de la tropa cuenta con 18 años y más de edad (en cifras absolutas aproximadamente 2.900 efectivos). Un 84,0% cuenta con 17 años y menos (en cifras absolutas resulta aproximadamente 15.300). Con 15 años y menos existe un 35,8% (aproximadamente 6.500). La media de edad de los conscriptos es de 16,2 años*.

Edad de los conscriptos en las Fuerzas Armadas y Policía – Año 1999 (en %)

f) Servidumbre y trabajo forzoso

Se constata como práctica generalizada el uso del personal incorporado en virtud del SMO, como mano de obra gratuita y forzosa en labores que benefician a negocios particulares de oficiales de las Fuerzas Militares y Policiales, así como de algunos exponentes del gobernante Partido Colorado. Estos trabajos forzosos revisten un carácter de servidumbre involuntaria o esclavitud, ya que los soldados son obligados a trabajar en las empresas privadas o domicilios de sus jefes bajo el mismo régimen disciplinario de los cuarteles y sin recibir remuneración alguna por los servicios. Entre 1991 y 1998 se tienen registradas 52 denuncias de casos de servidumbre de al menos 645 conscriptos.

g) Futilidad de la justicia ordinaria e impunidad militar

No existe un debido tratamiento de las denuncias sobre violaciones a los derechos humanos en el SMO por parte de la justicia. Esta ausencia de garantías judiciales que ofrezcan rápida y efectiva reparación a las víctimas se patentiza en:

Facultades excepcionales de la jurisdicción militar: Los tribunales militares se atribuyen la facultad exclusiva y excluyente de investigar las violaciones a los derechos humanos de los conscriptos, obstruyendo asimismo la investigación judicial independiente.

Ausencia de sumarios abiertos en averiguación de los hechos denunciados: A pesar de contar con poderes suficientes para proceder de oficio, una mínima cantidad de las denuncias existentes cuenta con un sumario abierto en averiguación de los hechos denunciados. Todos los expedientes abiertos en la justicia ordinaria se hallan aún en el inicio de la etapa sumarial, estando algunos estancados desde hace años sin que pueda registrarse avance procesal alguno.

Futilidad de los jueces del fuero criminal: Se constata la futilidad de la jurisdicción ordinaria en el juzgamiento de las violaciones a los derechos humanos por causa del SMO. En los pocos casos en los que un juez del crimen tomó conocimiento del hecho, se mostró ineficaz para la investigación a fondo de los abusos.

A pesar de tener poderes suficientes para proceder de oficio, en todos los casos, la apertura del sumario se supedita a la remisión de antecedentes por parte del Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas. Este hecho ocasiona que todos los procesos se estanquen en esta etapa debido a la negativa del Comandante en Jefe de las Fuerzas Armadas de proporcionar los antecedentes de los casos al juez de la causa y permitir que declaren los militares que pudieran tener conocimiento de los hechos.

Impunidad militar: De todos los casos registrados de violación a los Derechos Humanos por causa del SMO, los Tribunales Militares han condenado sólo a dos sargentos y a un sub-oficial  en el marco de procesos que los sindicaron como autores de homicidios por presunto disparo accidental. En las demás denuncias sobre torturas y malos tratos, reclutamiento forzoso y esclavitud de conscriptos no se tiene constancia de ningún sumario abierto en la jurisdicción militar.

Proceso secreto: A pesar que la Constitución Nacional establece la publicidad como norma del proceso judicial (art. 17 CN) y de que la legislación procesal penal militar sea concordante con dicho principio, los familiares de las víctimas de violación a los derechos humanos por causa del SMO o sus defensores legales, no pueden acceder a las actuaciones procesales que se substancian en los Tribunales Militares.

h) Falta de reparación material y moral a familiares de víctimas

Asimismo se constata que no existen medidas adecuadas para reparación de daños y perjuicios los casos de violaciones a los derechos humanos en el cuartel. Esta ausencia de reparaciones se manifiesta en la falta de indemnizaciones de daños y perjuicios, del pago de pensión de herederos a los familiares supérstites y en la asistencia médica y psicológica a los casos de minusvalías. En sólo dos casos de muerte los familiares cobran una pensión. 

Tampoco existe una Reparación Moral, ya que en la mayoría de los casos, las Fuerzas Armadas no dieron ni siquiera explicaciones –o si las dieron fueron inverosímiles o insuficientes- sobre la causa de las muertes o accidentes a los familiares de las víctimas. En algunos casos, inclusive se reporta un tratamiento humillante de parte de oficiales de las Fuerzas Armadas a los familiares que tramitaban pensiones o buscaban justicia en sede militar.

2.- La resistencia social al servicio militar

La resistencia al servicio militar en Paraguay se remonta a los tiempos de la colonia
 aunque el antecedente más cercano lo encontramos en la década del 30 cuando los llamados antiguerreros se opusieron a participar en la guerra del Chaco. El surgimiento y consolidación de colectivos sociales específicos que reivindican la objeción de conciencia (OC) como un instrumento de no cooperación política con el sistema militarista, aparece como una oposición a la cultura autoritaria heredada de las dictaduras anteriores. Este espacio se forma aprovechando el oxígeno de libertades públicas recientemente conquistadas que trae el proceso de transición, con sus oportunidades y desafíos, y los espacios de redefinición del marco político y legal de una sociedad en busca de la democracia.

En marzo de 1991, un conjunto de organizaciones juveniles y sociales, tomando la inquietud de un grupo de estudiantes secundarios, impulsó la Coordinadora No al Servicio Militar Obligatorio (CONOSMO), que se proponía trabajar de cara a la Constituyente en torno a una propuesta contra la obligatoriedad del servicio militar. La Coordinadora tuvo vida hasta las elecciones constituyentes, el 1º de diciembre de 1991, después se autodisolvió. 

En la Convención Nacional Constituyente, dos grupos trabajaron descoordinadamente la objeción de conciencia. Por un lado las Iglesias Cristianas (incluida la Católica), unidas para promover ciertos aspectos de preocupación común, entre ellos, explícitamente, el derecho a la objeción de conciencia al servicio militar. Y por otro lado, el Servicio Paz y Justicia Paraguay (SERPAJ PY), organización de derechos humanos y único integrante de la CONOSMO que siguió trabajando el tema. Finalmente, la Constituyente aprobó el texto constitucional que promovió el SERPAJ, a través de la bancada joven del Partido Colorado (en el gobierno), quedando reflejado en el actual artículo 129 párrafo 5º de la Constitución Nacional, que dice:

Quienes declaren su objeción de conciencia prestarán servicios en beneficio de la población civil, a través de centros asistenciales designados por ley y bajo jurisdicción civil. La reglamentación y el ejercicio de este derecho no deberán tener carácter punitivo ni impondrán gravámenes superiores que los establecidos para el servicio militar.

En ese momento el 93% de la población no sabía lo que era la objeción de conciencia, mientras sólo el 7% opinaba que el servicio militar obligatorio no debería existir
. La conciencia militarista era dominante en la población.

Tras la inclusión del texto constitucional, y dado que derecho que no se ejerce no existe, el SERPAJ empieza a realizar talleres y ofrece la posibilidad a jóvenes de presentarse como objetores de conciencia. Los primeros 5 en hacerlo tras un período prolongado de formación, aparecen públicamente el 30 de setiembre de 1993 con el temor de una represión legal o ilegal. Esta presentación logró aumentar la difusión de la OC, y ya en una encuesta realizada a finales de diciembre de 1993
, el 11,2% de los jóvenes habían escuchado hablar y sabían en que consistía este derecho.

Después de los primeros objetores se empiezan a preparar otros grupos de jóvenes que se presentan públicamente. Tras la presentación pública del tercer grupo (17 de agosto de 1994), surge el Movimiento de Objeción de Conciencia (MOC) que se convertirá en el referente social de este tema Entre sus objetivos programáticos se encuentra el trabajo antimilitarista más allá de la reivindicación de la objeción de conciencia. Pronto el MOC se extiende por el interior del país creándose grupos autónomos.

A petición de los objetores del tercer grupo, la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, decide recibir las declaraciones de objeción de conciencia y extender una constancia escrita de dicha declaración. Para ello se funda en que la Constitución garantiza el derecho a declararse objetor pero no determina la vía institucional para ello, y dado que la misma Constitución determina que la falta de ley reglamentaria no debe constituir obstáculo para el ejercicio de un derecho, dicha Comisión asume el rol de receptor mientras no exista ley reglamentaria, garantizando así la publicidad y la institucionalidad necesarias para que opere el derecho de objeción y por tanto la exclusión del servicio militar que estipula la Constitución.

Con la aparición pública de los objetores se empiezan a debatir en el Parlamento diversas propuestas legislativas para reglamentar la objeción de conciencia y el servicio civil obligatorio. Las FF.AA. son convocadas para dar su parecer sobre las leyes en estudio pero las organizaciones civiles que trabajan este tema son ignoradas por los parlamentarios. De todas maneras, el MOC empieza a debatir internamente las diferentes propuestas de ley y llega a la conclusión que todas ellas apuntan a una militarización del joven, por lo que propone se realice una enmienda constitucional y se suprima el servicio militar. En el trasfondo, esta propuesta reivindica el voluntariado y denuncia la condición de trabajo forzado de cualquier servicio prestado obligatoriamente, sea éste civil o militar, lo cual desnaturaliza la misma esencia del voluntariado y valores asociados como la solidaridad, igualdad y justicia que se pretenden promover. Esta posición viene reforzada por la opinión mayoritaria de los jóvenes a nivel nacional que en un 46,4% no está de acuerdo con ningún servicio obligatorio, sea este militar o civil
.

El MOC siempre ha estado integrado por hombres y mujeres. Para realizar una crítica al patriarcado y demostrar que el trabajo del MOC apunta a la desmilitarización de la sociedad y que toda la población, hombres y mujeres, y no sólo los jóvenes con obligación militar, deberían sentirse involucradas en este trabajo, el 9 de agosto de 1995 se presentan las primeras mujeres objetoras de conciencia y forman un grupo que se llama Mujeres Antimilitaristas del MOC, compuesto básicamente por alumnas de colegios que participan de las actividades del MOC. 

Paralelamente aumenta la visualización de los casos de maltratos y muertes en los cuarteles, que incluso provoca la publicación de una carta de la Conferencia Episcopal Paraguaya manifestando su preocupación por los maltratos en los cuarteles. Este tema va sensibilizando crecientemente a la ciudadanía que, de hecho, ya veía con simpatía a los objetores y objetoras
.

En febrero de 1995, el MOC y SERPAJ lanzan una campaña contra las violaciones a los derechos humanos en los cuarteles, publicando listas desconocidas por la población, de soldados que habían muerto en las instituciones militares durante la democracia. Esta denuncia coloca en el centro del debate público al servicio militar, y provoca el aumento de objetores de conciencia y el mayor descrédito de las FF.AA. que no saben como reaccionar a la avalancha comunicacional que se le venía encima.

Artículos de prensa aparecidos sobre Objeción de Conciencia y Servicio Militar

Años 1991-1998
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Fuente: Archivo de prensa del Serpaj, de los diarios Noticias, Hoy/El Día, ABC; Ultima Hora, La Nación, Extra y Popular, entre los años 1991 a 1998

El impacto que tuvo la divulgación de la información sistematizada y precisa sobre las violaciones a los derechos humanos en los cuarteles fue fundamental para que se pase de un recuento anecdótico de los casos de violaciones a los DDHH en los cuarteles a la toma de conciencia de la existencia de un problema estructural y para su colocación en el debate público y en la agenda política. De donde en 1991 se publicaron 17 noticias en todo el año sobre el tema en los medios de prensa escrita se pasó a una media de 2 noticias publicadas por día en el período 1995-1998. La desventaja de la mediatización del problema es que a la prensa le vence rápidamente lo rutinario, y a partir de 1997 se observa un descenso en los espacios otorgados por los medios de comunicación.

La propuesta de abolición del servicio militar va tomando fuerza y en octubre de 1995 un grupo de 20 diputados/as de la oposición, haciéndose eco de las propuestas del MOC y de la opinión pública, presentan un proyecto de enmienda constitucional para cambiar el servicio militar obligatorio por uno optativo. Esta propuesta legislativa queda congelada pero consigue redefinir el conflicto del servicio militar en términos de supresión del mismo.

Mientras tanto, el debate legislativo acerca de la OC se estrellaba una y otra vez contra el muro del Poder Ejecutivo, y tras de sí los militares. El 3 de enero de 1996 el Pte. Wasmosy, mediante el Decreto Nº 12.058, veta parcialmente la Ley 783 que Reglamenta la Objeción de Conciencia aprobada por el Parlamento. El 12 de noviembre de 1997, por el Decreto 19.003, el Poder Ejecutivo vuelve a vetar otro intento del Parlamento de reglamentar la objeción de conciencia (Ley 1.145). En ambos casos el Parlamento no logra rechazar el veto presidencial y los intentos de legislarla quedan muertos. A partir de allí se empantana el debate legislativo en torno a la reglamentación de la OC, ante la negativa e intransigencia del sector militar de aceptar la implementación de esta figura que pondría en franco declive la preeminencia del SMO ante la aceptación administrativa del fenómeno de la contestación al SMO, y ante el avance de una conciencia contraria al SMO en la población, lo que impide que se desconozcan en lo sucesivo los logros obtenidos en cuanto al reconocimiento del derecho de los objetores. A finales del 2000 se presentó otra iniciativa de enmienda constitucional para volver voluntario el servicio militar, que actualmente se encuentra en comisiones.

Paralelamente a estos procesos, el aumento de los objetores de conciencia empieza a ser importante numéricamente, produciéndose incrementos espectaculares de un año para otro.

Objetores declarados 1993-2000

En cifras absolutas y porcentajes

	Años
	Objetores
	Soldados
	Evasores

	1993
	5
	15.255
	23.956

	1994
	75
	15.325
	25.071

	1995
	1.457
	15.399
	24.910

	1996
	2.278
	15.328
	25.496

	1997
	5.397
	14.637
	24.448

	1998
	6.370
	12.978
	26.557

	1999
	12.345
	12.978
	22.051

	2000
	12.413
	12.978
	23.641


	Años
	Objetores
	Soldados 
	Evasores

	1993
	0,01
	38,90
	61,09

	1994
	0,19
	37,87
	61,95

	1995
	3,49
	36,87
	59,64

	1996
	5,29
	35,56
	59,15

	1997
	12,13
	32,91
	54,96

	1998
	13,88
	28,27
	57,85

	1999
	26,06
	27,39
	46,55

	2000
	25,32
	26,47
	48,22


Fuente: Del número de objetores la Comisión de DDHH de la Cámara de Diputados y Juntas Departamentales de Ñeembucú, Central, Misiones, Paraguarí, Cordillera y Caaguazú.

Del número de conscriptos, la Ley del Presupuesto General de la Nación de cada año.

Los evasores se calculan sobre la base del total de cada año de jóvenes varones con 18 años según el Censo Nacional de Población y Viviendas de 1992. 

Para intentar frenar el crecimiento de los objetores algunos legisladores empiezan a cuestionar la facultad legal de la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados de recibir la declaración de objeción de conciencia. Estos intentos son rechazados por el plenario de la Cámara que tiene que pronunciarse ratificando la competencia de la Comisión. 

A raíz del trabajo que realiza el SERPAJ con los familiares de conscriptos muertos o maltratados se forma, el 16 de diciembre de 1996, la Asociación de Familiares de Víctimas del Servicio Militar. Este grupo denuncia la situación de violencia en el cuartel, la impunidad de los militares y la desatención de las FF.AA. hacia las familias de los soldados muertos. A nivel internacional se empieza a sentir la presión y el Comité de Naciones Unidas para los Derechos del Niño y la Niña, recomienda al Estado paraguayo -entre otras medidas- respetar la edad mínima establecida por la ley para el servicio militar (18 años); también la Comisión Interamericana de Derechos Humanos acepta cuatro casos de conscriptos muertos o desaparecidos (Victor Hugo Maciel, Gerardo Vargas Areco, Marcelino Gómez, Cristian Núñez y Vicente Ariel Noguera) e inicia las gestiones para que se transforme la situación del servicio militar en Paraguay.

Las propuestas de los objetores/as nunca tuvieron demasiado eco entre los partidos políticos. Así, ante las elecciones presidenciales de 1998, el MOC lanza una campaña para lograr que los candidatos de los diferentes partidos políticos asuman el compromiso electoral de suprimir el servicio militar. Ningún partido asume este reto, aunque los líderes de la oposición declaman sus buenas intenciones pero sin comprometerse.

En el año 1999 por cada soldado en las FF.AA. se presentaba un objetor de conciencia y, si sigue la tendencia, a finales del 2000 serán más los objetores que los soldados. En junio de este año la cantidad de objetores acumulados desde 1993 era de 33.903 jóvenes, que se encuentran preponderantemente en el interior del país, más que en Asunción y el Departamento Central. El total de objetores presentados en 1997 constituye el 13% de los jóvenes en edad de hacer el SMO y los de 1998 conforman el 15,3%. En 1999, el número de objetores declarados en el año fue del 25% del total de jóvenes en edad de hacer el SMO.

Actualmente, el MOC propone la abolición del servicio militar a través de una enmienda constitucional basada en que no se respeta el derecho a la vida en el servicio militar. Además, se alegan razones axiológicas respecto a la difusión de anti-valores como el autoritarismo, obediencia ciega, verticalismo, machismo, intolerancia y resolución violenta de los conflictos que se aprenden en el cuartel. También se cuestiona el servicio militar desde lo económico, pues los gastos que ocasiona el mantenimiento de 13.000 jóvenes al año retrae recursos que podrían ser destinados a emprendimientos productivos o al mejoramiento de la calidad de vida, más necesarios que la formación militar. El servicio militar no es un problema de abusos (puntuales o generalizados) sino de los mismos principios que lo sustentan (castigos, obediencia ciega, jerarquía, preparación para matar, etc.) sin los cuales perdería su esencia. Por ello el servicio militar no puede ser reformado (ni humanizado) pues se convertiría en otra cosa.

Después de estos años, se aprecia que el trabajo realizado por el movimiento social antimilitarista, cuyos principales referentes han sido el MOC, la Asociación de Familiares de Víctimas del Servicio Militar y el SERPAJ, han cuestionado las raíces de una cultura militarista que dominaba a principios de la década de los 90. Partiendo de temas puntuales hasta ampliar su propuesta a otros sectores, ha logrado conectar su discurso con las aspiraciones y necesidades de la gente, que hoy día crítica abiertamente a las FF.AA. e incluso postula su desmovilización
.

3.- El contexto regional

En el contexto regional, la década de los noventa está mostrando de un modo incipiente el inicio de una contestación a esta institución. La aparición de objetores de conciencia en numerosos países de la región, la crisis de convocatoria al SMO en otros, la sensibilización de la opinión pública con relación a la vigencia de los derechos humanos en el servicio militar y la paulatina articulación de los colectivos de objetores de conciencia en el ámbito continental van mostrando el resquebrajamiento de la otrora mentada legitimidad social del servicio militar.

Las graves violaciones a los derechos humanos provocadas por las dictaduras militares en la región, sumado al callejón sin salida al que llegaron las opciones violentas de izquierda y a la mínima apertura política que se experimenta en el marco de los procesos de liberación económica, contribuyeron de un modo importante a crear la conciencia necesaria y facilitar los espacios suficientes para el surgimiento de algunos colectivos sociales que empiezan a reivindicar la resitencia la reclutamiento y al cuestionamiento del mismo como un tema emergente de derechos humanos.

Este contexto favorable facilita la aparición de objetores de conciencia en Paraguay (1993), Argentina (1993), Brasil (1994), Colombia (1994), Guatemala (1995), Chile (1997), Venezuela (1997), así como la abolición del servicio militar en Argentina (1994), Honduras (1994), Nicaragua (1990). Y la constitucionalización del derecho a la objeción de conciencia en Brasil (1991), Paraguay (1992) y Ecuador (1998).

Situación del Servicio Militar y la Objeción de Conciencia

en América Latina - Año 1999


País
Tipo de 
Objeción
Servicio
Existen



servicio militar
de conciencia
Sustitutorio
Grupos de OC


Argentina
voluntario
si
si
si


Belice
voluntario
no
no
-


Bolivia
obligatorio
no
no
-


Brasil
obligatorio
si
si
si


Chile
obligatorio
no
no
si


Colombia
obligatorio
no
no
si


Costa Rica
ninguno
no
no
-


Cuba
obligatorio
no
no
-


Dominicana
obligatorio
no
no
-


Ecuador
obligatorio
si
no
si


El Salvador
obligatorio
no
no
si


Grenada
ninguno
no
no
-


Guatemala
obligatorio
pospuesto
pospuesto
si


Guyana
voluntario
si
??
-


Haití
ninguno
no
no
-


Honduras
voluntario
no
no
si


Jamaica
voluntario
no
no
-


Mexico
obligatorio
no
no
-


Nicaragua
voluntario
no
no
-


Panama
ninguno
no
no
-


Paraguay
obligatorio
si
no
si


Perú
obligatorio
no
no
-


Puerto Rico
voluntario
si
si
-


Uruguay
voluntario
no
no
-


Venezuela
obligatorio
no
no
si

Total de países: 24

Países con servicio militar obligatorio: 13

Países con servicio militar voluntario: 7

Países sin servicio militar: 4

Países que reconocen la objeción de conciencia: 7

Países donde se presentaron objetores de conciencia: 10

Países que cuentan con servicio sustitutorio: 4

Fuente: NISBCO-USA y Serpaj-Py

Un elemento importante a rescatar de la lucha antimilitarista latinoamericana es la temprana visión de articular a escala continental la contestación a la cultura militarista, no solamente con el fin más inmediato y obvio de facilitar el intercambio de información y de experiencias y montar redes de “acción urgente”, sino sobre todo, de dar un carácter internacionalista a la lucha contra una institución y un modo de hacer política internacional de los Estados que funda su legitimación en la invención de enemigos y conflictos de soberanía y territorialidad. Esta articulación alcanza mayor expresividad en casos como los de Perú-Ecuador por un lado, Chile-Argentina y Chile-Bolivia por otro, El Salvador-Honduras, etc.

Las acciones en este sentido arrancan en 1993, con el I Encuentro Latinoamericano por la Desmilitarización, con una serie de organizaciones de la región cono sur. El SERPAJ organiza, en mayo de 1994, el 1er Encuentro Latinoamericano de Objeción de Conciencia, con la participación de 12 organizaciones de 8 países del continente y se conforma la Red de Objeción de Conciencia de Latinoamérica y el Caribe (ROLC). La ROLC ha mantenido otros encuentros sucesivos: Santiago de Chile (1995), Guatemala (1996) y Quito (1997). La ROLC ha contribuido eficientemente a dar mayor fluidez al intercambio de información, así como a promover la aparición de objetores en países donde no existían.
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* Para el cálculo de la relación de los efectivos de tropa según su edad se presentaron no pocas dificultades, debido a que no existe información oficial de las Fuerzas Armadas con respecto a ese punto, o si la hay, la misma no es dada a publicidad, salvo la información sobre la cantidad de efectivos, que no obstante es recogida del Presupuesto General de Gastos. En ausencia de esa información, la metodología usada consistió en tomar los casos denunciados sobre violaciones a los derechos humanos de conscriptos donde se conocía la edad de la víctima (137 casos) en diversas instancias y registrados por el Serpaj-Py entre 1989-1998. Estas informaciones son los únicos datos públicos que existen.


� El Gobernador Velasco se quejaba al Virrey Cisneros de que “la distancia y dispersión de los soldados tornan impracticable reunirlos y establecer una disciplina (...). Los capitanes y sus subalternos no conocen a sus soldados”. En momentos de emergencia los soldados desertaban en masa “prefiriendo elegir una vida errante e infeliz que el yugo del servicio militar”.


� Encuesta del Diario Hoy. Pág. 26. 24-5-1992.


� Encuesta Juventud y Fuerzas Armadas. Carlos Martini. CIPAE-GCS-SERPAJ PY. 1994.


� Encuesta Juventud y Fuerzas Armadas. Carlos Martini. CIPAE-GCS-SERPAJ PY. 1994.


� Los jóvenes ante las FF.AA. análisis de la encuesta Juventud y FF.AA.’93. Juan Carlos Yuste. SERPAJ PY. 1996.


� En la encuesta de Martini sobre Juventud y Fuerzas Armadas el 52,2% de los entrevistados responden que “si no tuviéramos FF.AA. no pasaría nada o mejoraríamos la democracia y el nivel de vida” frente a un 42,6% que opinan que “nos invadiría otro país o no tendríamos influencia a nivel internacional”.





[image: image3.wmf]8

8

25,5

22,6

29,2

6,6

0

5

10

15

20

25

30

19 años y más

18 años

17 años

16 años

15 años

14 años y menos

[image: image4.wmf]17

57

66

161

839

1,246

747

433

0

200

400

600

800

1,000

1,200

1,400

1

2

3

4

5

6

7

8

_992792963.xls
Gráfico1

		19 años y más

		18 años

		17 años

		16 años

		15 años

		14 años y menos



8

8

25.5

22.6

29.2

6.6



Hoja1

		19 años y más		8

		18 años		8

		17 años		25.5

		16 años		22.6

		15 años		29.2

		14 años y menos		6.6





Hoja1

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja2

		





Hoja3

		






_999081747.xls
Gráfico1

		17

		57

		66

		161

		839

		1246

		747

		433





Hoja1

		

		1991		17

		1992		57

		1993		66

		1994		161

		1995		839

		1996		1,246

		1997		747

		1998		433





Hoja1

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0

		0





Hoja2

		





Hoja3

		






